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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor de los procesados ORLANDO PATIÑO OSORIO y CARLOS HUMBERTO LONDOÑO ARANZAZU, contra el fallo de condena proferido el pasado treinta (30) de marzo del año que transcurre por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante el cual los declaró penalmente responsables de HURTO Calificado y Agravado, PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO y SIMULACIÓN DE INVESTIDURA o CARGO PÚBLICO, con imposición de una pena de CUARENTA y DOS MESES de prisión, e interdicción de derechos y funciones públicas por igual lapso.

2.- HECHOS 

El pasado cinco (5) de abril de 2003, a eso de las 14:10 horas, dos individuos huyeron por la carrera 13 con calle 18 de la población de Santa Rosa de Cabal, luego de participar, según se afirma por la Red de Apoyo, en un asalto a mano armada en una vivienda de esa localidad. Según pudo observarse, también pasó un vehículo a alta velocidad y en el mismo sentido de los ya citados, razón por la cual se emprendió la persecución y finalmente se logró la captura de quienes fueron identificados como ORLANDO PATIÑO OSORIO y CARLOS HUMBERTO LONDOÑO ARANZAZU.

Al decir del denunciante, el día anterior fue objeto de un atentado y ya estaba prevenido de una situación que se tejía en su contra, razón por la cual reaccionó oportunamente ese cinco (5) de abril cuando un sujeto para él desconocido y quien lucía una gorra del CTI, le arrebató su celular y desenfundó un arma con la cual le apuntó a la cabeza. Inicialmente se pensó que se trataba de un secuestro, pero más tarde se concluyó que la intención de los maleantes era hurtarle a CÉSAR ARIAS (amigo del denunciante y quien se encontraba presente en ese momento). 

3.- IDENTIDAD 

ORLANDO PATIÑO OSORIO, es hijo de Pedro Pablo y Amparo, natural y vecino de Pereira, con 39 años de edad para la época de los hechos pues nació el 24 de abril de 1963, alfabeto, con grado de instrucción tercero de bachillerato, unión libre con María Victoria Guarín Gutiérrez, de profesión comerciante en automotores.

CARLOS HUMBERTO LONDOÑO ARANZAZU, por su parte, es hijo de Ramón y Teresa, con 35 años de edad, nació en Armenia el 25 de agosto de 1967, con cédula No 7’553.638, alfabeto, con décimo grado de instrucción, de profesión comerciante en plásticos, unión libre con María Yoli Castro.

4.- CARGOS
La Fiscalía Treinta Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, profirió Resolución de Acusación el día veintinueve (29) de septiembre de 2003, al considerarlos autores materiales en los punibles en concurso de: HURTO CALIFICADO (por la violencia) y AGRAVADO (por pluralidad de personas acordadas para el efecto y simulando autoridad o invocando falsa orden), PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO y SIMULACIÓN DE INVESTIDURA o CARGO.

5.- FALLO 

La decisión de primer grado, dio crédito al informe policivo y a la denuncia ampliada por parte de quien se dijo afectado, señor CHICA BUILES, en el sentido de haber ocurrido un acto de contenido ilícito en el desarrollo de este acontecimiento. 

Consideró que se encontraba tipificado el delito de HURTO CALIFICADO (por la violencia ejercida) y AGRAVADO (por ser pluralidad de personas acordadas para el efecto) en atención al despojo del teléfono celular, en concurso con un PORTE ILEGAL DE ARMAS DE FUEGO, al ser hallados dos revólveres con cartuchos en el interior del rodante que conducía PATIÑO OSORIO en el momento de la retención y que según se afirma utilizaron para la ejecución del latrocinio; igualmente, con el delito de SIMULACIÓN DE INVESTIDURA O CARGO por llevar consigo las gorras con el logotipo del CTI de la Fiscalía General de la Nación, las mismas (tres en total) que se hallaron en ese vehículo junto con las susodichas armas incautadas. En síntesis, acogió en un todo la secuencia ilícita establecida por el ente Fiscal.

Le parece que aquí sí existió un señalamiento directo y certero por parte del denunciante en contra de los comprometidos, pues de PATIÑO OSORIO no sólo afirmó que era la persona que llevaba puesta una de las referidas gorras, sino también quien le apuntó con el revólver hacia la cabeza; en cuanto a LONDOÑO ARANZAZU, fue la persona que tenía una camisa blanca, se desplazó en el mismo vehículo con PATIÑO OSORIO y de allí abordó una buseta en donde se produjo su aprehensión. Y no había duda de esa identificación habida cuenta de la persecución continua de las autoridades atendiendo la colaboración oportuna de la red de apoyo local.

Aunado a todo lo anterior, resaltó la existencia de un indicio de presencia toda vez que quedó establecido que ambos estuvieron en el lugar de los acontecimientos, pero intentaron crear un montaje para hacer creer que estaban allí prestando apoyo a unos desconocidos para cobrar un dinero, cuando la realidad que salta a la vista de la investigación es bien diferente.

Luego de hacer mención de otra sindicación por similares punibles, en donde se pone de presente el “compadrazgo” de mucho antes entre los aquí implicados, al igual que la forma mancomunada y preconcebida como operan, concluye su fallo de condena con la imposición de una pena de cuarenta y dos (42) meses de prisión e igual término para la accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas, sin dar lugar a subrogado penal alguno.

6.- RECURSO

El profesional de la defensa, hace la siguiente intervención recursiva:

- Considera que el fallo confutado le da valor al informe policivo y a la denuncia de quien se dice ofendido, pero deja de lado lo vertido al proceso por parte de sus defendidos.

- El hecho de que dos personas corrieron por ese sector y que pasó un vehículo desconocido a alta velocidad, no es prueba de la participación en un hecho delictivo, se trata simplemente de un “sentir subjetivo” por parte de los miembros de la Red de Apoyo.

- No hubo lugar a un adecuado reconocimiento, toda vez que antes de intentarse el señalamiento en fila de personas, ya habían fotografiado a los supuestos delincuentes y se permitió el ingreso de quienes se dicen afectados al reclusorio en donde permanecían los sindicados. Se les preguntó presionando una respuesta, si las personas que estaban allí eran las mismas que aparecieron en la fotografía del periódico, a lo cual se respondió con dubitación por parte de los afectados. 

- Se habla del apoderamiento de un celular, pero nunca se probó de qué clase de celular se trataba, su número de identificación y si en verdad pertenecía al aquí denunciante. Por demás, el ofendido nunca reconoció entre los elementos incautados el celular sustraído.

- Tampoco hay prueba del porte ilegal de arma de fuego, pues nótese que las mismas fueron halladas en un compartimiento de la camioneta o campero que conducía el señor ORLANDO PATIÑO; de igual modo, a éste sí le fue hallada en su poder una pistola, pero cuenta con el correspondiente salvo-conducto para su porte. En cuanto a CARLOS HUMBERTO LONDOÑO, menos aún se pude hablar de ese ilícito, por cuanto fue capturado en un bus de servicio público y en momento alguno se le incautó arma de fuego.

- Tal como están las cosas, al no haberse dado un señalamiento directo por parte del denunciante y su testigo presencial, tampoco hay lugar a la sindicación de estar en posesión de distintivo, enseña o logo perteneciente a la autoridad oficial (gorra del CTI).

- Con respecto al indicio de presencia que menciona el Juzgado, no se tuvo en cuenta la afirmación según la cual ellos se encontraban departiendo con sus amigos como se pudo establecer entre otros con el testimonio de WILLIAM BEDOYA.

- Estima que la persona imputada, así como tiene el sagrado derecho a guardar silencio, también tiene derecho a mentir, o mejor, a no comprometerse con la versión que libremente ofrece al Estado. Quien cometió un delito, por tanto, no está en el deber de quedarse callado, puede hablar a su favor y en dicho evento es obvio que no cuente la realidad de los hechos. De igual modo, el probarse que una coartada es falsa, no autoriza a tener por demostrado el hecho contrario, se requieren otras pruebas que así lo confirmen. En consecuencia, sólo existe un deber moral pero no jurídico de decir la verdad.

- Pide la aplicación para este caso del in dubio pro reo.

- Llama la atención respecto a la forma en que se dosificó la pena, por cuanto el artículo 426 del Código Penal nos habla de pena de multa y no privativa de la libertad, con lo cual, no puede existir incremento aflictivo por tal concepto. En forma subsidiaria a la absolución, pide por tanto la redosificación de la sanción, para tener en consideración, además, que el delito lo fue en grado de tentativa a la luz del artículo 27 del Código Penal.

7.- MOTIVACIÓN

Como se observa, el recurso hace énfasis básicamente en dos situaciones con incidencia probatoria y jurídica en la decisión a tomar: 1. El inadecuado reconocimiento y 2. La ineficacia demostrativa de los demás medios de convicción para poder asegurar de manera concluyente si los aquí procesados son los verdaderos responsables.

Corresponde decir, de todas formas, que aquí sí se presentó un hecho anormal, pues no se pone en entredicho que algo ilícito pretendían las personas que hicieron presencia en esa morada. Por parte alguna se vislumbra que el denunciante haya mentido en todo o en parte con respecto a lo ocurrido. Y esta primera conclusión se extrae forzosamente no sólo de la coherencia con la cual se hace la exposición de los hechos, sino también porque su contenido está acorde con el informe policivo y con la declaración de CARLOS ARIAS, persona ésta que pudo conocer en forma directa el desarrollo de este episodio.

Coincide el Tribunal con la aseveración judicial según la cual: el objetivo que tenían estas personas iba mucho más allá del simple apoderamiento de un celular. El uso de vehículos, armas e insignias oficiales, dan la idea de un cometido de mayor envergadura. Es deber de la judicatura, sin embargo, limitarse a lo que ha sido materia de comprobación objetiva, que corresponde ni más ni menos a lo que fue motivo de concreción en el pliego acusatorio y asumido con propiedad en el fallo de condena. 

No tiene sustento válido el recurso cuando niega el nexo causal entre la irregularidad de lo acaecido y el hecho de la huida de estas personas del lugar de los hechos, la presencia de un vehículo en fuga y el posterior decomiso de las armas y de las gorras con emblemas oficiales en el automotor que conducía PATIÑO OSORIO y del cual se apeó posteriormente LONDOÑO ARANZAZU. Se trata de situaciones concatenadas, consecutiva una de la otra, que permiten sostener una secuencia sin solución de continuidad entre la comisión de ese hecho y la captura, todo ello indiscutiblemente por la oportuna y efectiva participación de la red de apoyo que existe en la localidad.   

En esos términos, es obligatorio concluir que quienes cometieron el asalto son las mismas personas que huyeron en ese automotor y que a continuación fueron capturadas. La presencia en el rodante de las armas y de las susodichas gorras, sin una razón justificada, son prenda de garantía para llegar a esa conclusión. De igual modo, lo que expresaron los aquí involucrados, antes que generar duda en el procedimiento, lo confirma.

Como lo que se acaba de concluir está en contraposición de lo sostenido en el recurso, corresponde a la Sala referirse a continuación a cada uno de los puntos que esgrime la defensa en pro de sus tesis, dejándose para el final lo atinente a la redosificación de la pena, respecto a lo cual, dígase de una vez, el Tribunal concede razón al impugnante.

Contaminación del reconocimiento en fila

Nos dice el apoderado recurrente, que hubo un fallido reconocimiento toda vez que previamente fueron fotografiados los aquí comprometidos, para luego presentarse una presión indebida de parte de los miembros de los organismos de seguridad para que el afectado identificara a los aprehendidos en el instante en que permanecían dentro de las instalaciones policiales.

Nos corresponde decir que el hecho de haberse fotografiado a estas personas y salir en prensa previamente, no es situación que por sí sola tenga la virtud de impedir la eficacia del señalamiento posterior. Así lo decimos con fundamento en que la legalidad del mismo permanece incólume si se tiene en cuenta que es considerado como una prolongación de la prueba testimonial y por lo tanto, sometido en su estimación a las reglas de la sana crítica.

La Honorable Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Dr. Herman Galán Castellanos, proceso con radicación 15.302, sentencia de Casación Penal de mayo 29 de 2003, se pronunció en ese sentido:

5. El reconocimiento en fila de personas con la intervención del procesado y la víctima, echado de menos por el censor para sustentar el desconocimiento del principio de investigación integral, es intrascendente. En efecto, esa diligencia constituye una unidad probatoria con la declaración rendida por quien debe participar como testigo en el reconocimiento, de tal forma que, la ausencia de esa prueba, no afecta el proceso, pues la individualización e identificación del procesado puede suplirse con lo atestiguado por el órgano de prueba.

La misma Corporación con ponencia del Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, proceso con radicación 16485, sentencia de casación penal de abril 10 de 2003, expresó:

2. El reconocimiento en fila de personas, aunque como acto procesal puede distinguirse del testimonio posterior, no tiene la entidad de prueba autónoma, como acontece con la inspección judicial, la pericia, los documentos, los testimonios, la confesión y los indicios. Ese registro visual del sindicado, es complemento del testimonio que sobre su base se vierte al proceso. Por ese motivo, el incumplimiento de los requisitos de forma al momento de ser practicado, no incide negativamente en la validez de la declaración subsiguiente. 

Lo que eventualmente podría tornar inválida la prueba, no sería por tanto el hecho de que el declarante ya hubiese visualizarlo al imputado por cualquier medio, sino el que el juzgador, al momento de valorar el testimonio que en él se origina, contravenga las reglas del sano ejercicio de la crítica. Al respecto también se ha sostenido:

La circunstancia de haber visto al imputado antes del reconocimiento, personalmente o a través de fotografías, no afecta de suyo la validez jurídica del reconocimiento ni lo torna ineficaz, ya que cuando ello es lo que se denuncia, la prueba será jurídicamente válida y el juez podrá valorarla, sólo que deberá tomar en cuenta los antecedentes con incidencia en su fuerza demostrativa, ya que no es lo mismo que la percepción del testigo permanezca exenta de interferencias a que haya sido reforzada con nuevas imágenes que puedan repercutir en ella”.
 

Ese análisis fue ratificado por la Corte en providencia del 24 de abril de 2003, Magistrado Ponente Dr. Herman Galán Castellanos, proceso radicado al No 15.931.

En lo que hace al caso concreto, se tiene que prima facie  ese reconocimiento en fila posterior sólo tiene la virtud de ratificar algo que ya se tenía claro en el diligenciamiento, habida consideración a la existencia de una persecución inmediata y sin solución de continuidad de los comprometidos desde el lugar de la comisión del hecho hasta la captura. No hay lugar por tanto a dudar acerca de la individualización de los justificiables, pues la prueba en su conjunto indica que fueron ellos quienes huyeron y se les capturó momentos después en las circunstancias que delata el expediente.
Propiedad del celular

Decir que se desconoce el número del celular y su verdadero propietario, carece de relevancia en orden a desvirtuar la materialidad de la conducta contra el patrimonio económico, por múltiples aspectos, pero principalmente, porque está probado que ese medio de comunicación era ajeno, es decir, está claro que no le pertenecía a quien se lo apropió, luego entonces, está dado el elemento estructurante del tipo que la defensa echa de menos, independientemente de si el propietario es un tercero, o de si quien aquí figura como denunciante tenía simplemente una nuda propiedad. 

Que no fue reconocido dentro de las pertenencias recuperadas, no significa que no fuera objeto de sustracción, simplemente que no fue posible su decomiso para el momento de la captura; sea como fuere, es lo cierto que hubo resarcimiento de perjuicios para reparar su pérdida y la señora Juez tuvo en consideración tal acto post-delictual al momento de la dosificación punitiva.

No posibilidad de atribuir el porte de las armas

También carece de relevancia la argumentación según la cual el porte de las armas no se le pude adjudicar a los aquí aprehendidos, bajo el entendido de que ellas fueron encontradas en un compartimento del vehículo que se asegura es propiedad de PATIÑO OSORIO. Evidentemente no se requiere para la atribución del punible contra la Seguridad Pública que el instrumento se lleve sobre el cuerpo, basta la demostración de tenerse a disposición o de que se tuvo en su poder para el momento de la ocurrencia del episodio criminoso, para que se entienda configurada la figura delictual.

Por demás, quedó demostrado que los antisociales esgrimieron ese tipo de artefactos a sus víctimas y el número de aceros finalmente incautados, al igual que el número de gorras con los citados logotipos, coincide efectivamente con el número plural de sujetos que abordaron al aquí denunciante y a quien lo acompañaba para aquel instante.

Derecho a mentir

Por la forma en que aborda este tema el acucioso defensor, se da a entender que en verdad sus procurados mintieron ante la judicatura, pues de no ser así no se entendería que se argumente en contra de tener la mentira como indicio.

Sea como fuere, es en realidad un punto álgido en el tema de la prueba penal, toda vez que están en juego intereses individuales y colectivos contrapuestos, pues no pasa desapercibido que una cosa es guardar silencio (actitud comprensible de quien se somete a juicio) y otra el intentar introducir un elemento extraño y desorientador para pretender tergiversar la realidad en procura de obtener una decisión contraria a derecho. Por eso afirmaba GORPHE que: “La forma como el inculpado intente explicar los hechos invocados en su contra, contribuye a su interpretación, si da una explicación mala o contradictoria, refuerza el indicio permitiendo atribuir un sentido desfavorable al hecho sospechoso. La mala justificación colorea, podríamos decir, los actos simplemente equívocos con más seguridad que la simple falta de justificación” 

El señor defensor dedica buena parte de su exposición a criticar que a su procurado se le tenga como indicio en contra el de “la mentira”, pero la realidad es que la falladora no tuvo como soporte básico de su providencia ese indicio. Y está bien que así haya sido, no tanto porque ese indicio carezca de significado en materia probatoria (pues aunque discutible, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal lo ha avalado
), sino porque para el caso concreto se torna impertinente. Se explica:

No es válido dividir los hechos indicadores para efectos de duplicar la prueba en ese sentido. Como se sabe, en esta materia existe el principio de la unidad indiciaria
, es decir, que los hechos INDICADORES deben tener autonomía con respecto a la inferencia lógica que permite la obtención del hecho INDICADO o A PROBAR. Si se fracciona el hecho indicador se da lugar a una pluralidad indicante con violación del citado principio, o en otras palabras, se duplicarían los efectos indiciarios de un mismo hecho.

La circunstancia de haber mentido en su indagatoria con el fin de hacer creer que para ese instante se encontraba en lugar diferente, es situación que no puede concurrir con la prueba de su presencia en el lugar para efectos de configurar un doble indicio (de presencia y de mentira). Simple y llanamente en los acusados concurre un UNICO INDICIO: el de la oportunidad para delinquir o de presencia, pues quedó establecido con múltiples medios de prueba que estuvieron bien sea en el inmueble donde se desarrollaron los actos violentos, o cerca de allí. 

Redosificación punitiva

Ha sostenido la defensa, con acierto, que la señora Juez incurrió en un error cuando aumentó la proporción de la pena de prisión en atención a la conducta de Simulación de Investidura o Cargo Público -además del tipo penal de porte ilegal de arma-, en atención a que ese delito, descrito en el artículo 426 del Código Penal, comporta sanción pecuniaria (multa) y no una privativa de la libertad compatible con la prisión que trae consigo el delito de Hurto.

De conformidad con las reglas aplicables al concurso, entiende el Tribunal que la actual disposición, contenida en el artículo 31 que a la letra dice: “Cuando cualquiera de las conductas punibles concurrentes con la que tenga señalada la pena más grave contemplare sanciones distintas a las establecidas en ésta, dichas consecuencias jurídicas se tendrán en cuenta a efectos de hacer la tasación de la pena correspondiente”; sigue la misma línea de entendimiento que traía la anterior codificación -Dcto. Ley 100/80- cuando en su artículo 27 expresamente disponía: “Regulación de la punibilidad en el concurso: Lo dispuesto en el artículo anterior se aplicará cuando los hechos punibles se juzguen en un mismo proceso y las penas imponibles sean privativas de la libertad o puedan acumularse”.

Así las cosas, antes y ahora, cuando los ilícitos en concurso comportan sanciones diferentes, ninguna de ellas se desechan sino que se tienen en cuenta para la fijación de la pena final que corresponde.

Hasta aquí, como se indicó, asistiría razón al profesional de la defensa y el Tribunal haría lo propio para corregir el error
; sin embargo, se estima que la situación en este caso específico va mucho más allá, pues lo que en realidad corresponde es la revocación del cargo por ese específico delito pues como se pasa a analizar se desconoció la real disposición infringida. Obsérvese:

La Simulación de Investidura o Cargo Público, no es una conducta delictiva que admita configuración autónoma cuando se lleva a cabo para la ejecución de un delito contra el patrimonio económico. Ocurre, que el uso de prendas oficiales -en nuestro caso unas gorras con el logotipo del CTI de la Fiscalía General de la Nación- hace parte (al igual que en la codificación anterior) de una circunstancia de agravación específica del HURTO, concretamente, de la estipulada en el numeral 4º del artículo 241, en los siguientes términos: “Por persona disfrazada, o aduciendo calidad supuesta, o simulando autoridad o invocando falsa orden de la misma”. Desde luego, el uso de esas gorras fue el medio idóneo para simular autoridad como agentes del CTI.

Estamos frente al llamado delito complejo en el cual un delito comprende en su descripción otros tipos penales que figuran como agravantes o que son elementos estructurantes del primero, y sólo está llamado a sancionarse aquél que los contiene por expresa voluntad del legislador (v. gr. el hurto cometido mediante penetración arbitraria en lugar habitado o sus dependencias inmediatas).

Siendo así, el uso de prendas militares (por subsunción) no estaba llamado a ser considerado como injusto concursante para efectos de esta condena, sino como una circunstancia más de agravación del Hurto. Curiosamente, lo que la Sala advierte es que al momento de la calificación sumarial la Fiscalía instructora adecuó ese acto de simulación simultáneamente en los dos preceptos (no sólo como agravación del hurto, pues así lo dejó consignado como se ve a fl. 281 del expediente, sino también en el artículo 426 del estatuto punitivo). Como se observa, fue una doble estimación por supuesto inviable, que al no haber sido advertida a tiempo no dio lugar a la aclaración pertinente dentro del período del juicio y por lo mismo la señora Juez dictó su fallo sin percatarse de tal dualidad.

En este momento, es imperioso para esta Corporación ABSOLVER a los incriminados por ese particular comportamiento, ante la errónea calificación a los procesados por el delito de simulación de investidura o cargo público. En ese orden de ideas, lo consecuente es no imponer la pena de MULTA anunciada y por el contrario, reducir proporcionalmente la pena de prisión en lo que se estima apropiado a ese particular punible, habida consideración a que la señora Juez lo tuvo en cuenta -equivocadamente se repite- para efectos de un mayor incremento en la pena privativa de libertad. Y esa proporción en que se estima debe ser disminuida la pena lo es de dos meses; así las cosas el incremento por la figura del concurso lo será en diez -10- meses, en atención única y exclusivamente al porte ilegal de arma y municiones. 

Adicionalmente, podría pensarse en la posibilidad de intentar un mayor incremento en la dosificación hecha en la primera instancia con relación al tipo penal del HURTO, aprovechando que la acusación contiene a su vez esa otra circunstancia de agravación (nos referimos a la del numeral 4º del citado artículo 241); sin embargo, aunque en teoría ello sería posible frente al principio de la congruencia, es lo cierto que de por medio se encuentra el respeto por el principio de la no reformatio in pejus y el hecho de haberse fijado en la primera instancia una sanción bien significativa. Así las cosas, la Sala dejará tal cual la pena señalada para el delito contra el patrimonio económico, que con la adición de los diez (10) meses por el concurso por el Porte de Arma nos arroja en definitiva una pena a purgar de CUARENTA (40) MESES DE PRISIÓN. En igual término se fija la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Primero: SE CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, objeto de revisión por vía de apelación, en cuanto a ser condenatorio por los punibles de HURTO CALIFICADO y AGRAVADO, en concurso con el PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO.

SEGUNDO: SE REVOCA en lo que hace alusión al tipo penal de SIMULACIÓN DE INVESTIDURA o CARGO, por los motivos indicados en la parte considerativa.

TERCERO: Corolario de lo anterior, SE MODIFICA la pena impuesta que lo será de CUARENTA (40) MESES DE PRISIÓN e igual término para la accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

(Con aclaración de voto)

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala

� C.S.J., Sentencia del 10 de Octubre de 2002, Radicado 12.619, M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.


� GORPHE, Francois, La Apreciación Judicial de las Pruebas. Editora La Ley, Buenos Aires, 1967, pg. 356.


� Sentencia de agosto veintinueve (29) de 2002. Radicación 16370. M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.


� Reza el artículo 285 del C.P.P: Unidad de Indicio: “El hecho indicador es indivisible. Sus elementos constitutivos no pueden tomarse separadamente como indicadores.


� Esa corrección procedería en segunda instancia para este caso sui generis en acatamiento al principio de legalidad y sin que se viole la prohibición de la reformatio in pejus, porque en últimas al apelante único no se le está perjudicando, muy por el contrario, la sanción impuesta en la decisión de primer grado se vería modificada sustancialmente a su favor. La Corte Suprema de Justicia, al hacer la ponderación entre la pena corporal y la pecuniaria, concluyó que frente a un caso dado no existe inconveniente en hacer primar la reducción de la primera sin importar que se incremente la segunda, así razonó la alta corporación: “Así las cosas, el reajuste de la multa hecho en la sentencia de segundo grado es jurídica y por lo tanto es admisible establecer su monto en (...) Si no obstante lo anterior se quisiera seguir viendo un atentado al principio de prohibición de la reformatio in pejus, se impondría sustentar lo dicho en la ponderación de derechos, en efecto: (...) ...el principio de favorabilidad involucra por sobre todo el derecho a la libertad de locomoción del señor Palma Lugo, en tanto que el principio de prohibición de la reformatio in pejus compromete su peculio, de donde resulta obvio que por ser la libertad personal el derecho más cercano a la dignidad del ser humano, prevalece sobre el otro, limitándolo justamente a la porción referida al ámbito económico para obtener el beneficio derivado de la favorabilidad. Es que la libertad, sin duda, es un derecho más cercano a la dignidad del ser humano, pues hace parte de la gama de derechos fundamentales de primera generación, que corresponden a la esencia de la persona, en tanto que el dinero no entraña iguales características, no constituye en sí un derecho fundamental, y por lo tanto, no goza de tan especial protección” (Sentencia de Casación Penal del 18 de Octubre de 2000, Rad. 13.164, M.P. Dr. Alvaro Orlando Pérez Pinzón). 


� Ver a modo de ejemplo los casos que propone con uso de uniformes militares el autor BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto, Delitos contra los Intereses Económicos Particulares, Ed. Jurídica Radas, Bogotá, 1986, pg. 120-121. 
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